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Acallando al 
mensajero 

Sebastián Zárate j 
Profesor Derecho de la Información 
Universidad Autónoma de Chile Ñ 

na reciente iniciativa legislativa amenaza con opacar una 

de las funciones vitales de la prensa en una sociedad de- 
mocrática: su rol fiscalizador. El proyecto busca sancionar 
penalmente la “divulgación indebida” de antecedentes de 
una investigación criminal, una medida que, aunque en 

apariencia pretende proteger la integridad en la justicia, podría con- 
vertirse en un mecanismo de censura. 

La propuesta introduce un nuevo tipo penal sancionando a “quien 
difundiere o divulgare indebidamente las piezas o antecedentes de una 

investigación penal”. El problema radica en la ambigúedad del término 
“indebidamente”, que ofrece un poder discrecional inmenso para per- 
seguir a periodistas y medios de comunicación que, en el ejercicio de 
su deber de informar, publiquen contenido de un claro interés público 

originado en una filtración que reciben de buena fe. 
La amenaza de enfrentar un proceso penal genera un evidente “efec- 

to inhibitorio” (chilling effect). Ante la duda, muchos medios optarán 
por dejar de investigar o publicar casos de corrupción, abusos de po- 
der o irregularidades graves que involucren a figuras públicas, preci- 
samente el tipo de información que una ciudadanía tiene derecho a 
conocer. 

El proyecto omite un bien jurídico fundamental: el interés público. 

Tanto la Constitución como la Ley de Prensa reconocen el derecho a ser 
informados sobre hechos de interés general. Y la reserva de una inves- 
tigación penal no es un valor absoluto que pueda anular este derecho 
fundamental: cuando la información filtrada revela un hecho de alta 
connotación pública, el secreto procesal debe ponderarse ante ese de- 

recho de la ciudadanía a recibir información. El proyecto simplemente 
inclina la balanza en favor del secreto. 

Asimismo, la iniciativa ignora un aspecto bien desarrollado en el de- 
recho comparado bajo la doctrina de las “manos limpias” (clean hands). 

Un precedente clave es el caso Bartnicki v. Vopper de la Corte Suprema 
de EE.UU., cuya máxima resume el conflicto en que “la conducta ilegal 
de un extraño no es suficiente para remover el escudo de la Primera 
Enmienda del discurso sobre un asunto de interés público”. En simple, 
la responsabilidad por la filtración recae en el funcionario o abogado 

infractor, no en el mensajero que cumple con su función social. 
Por otra parte, la decisión de publicar una filtración exige un análisis 

riguroso de ética periodística. Así, se evalúan varios elementos. Prime- 

ro, si la información realmente tributa al interés público -es decir, si 
revela corrupción, abusos o fallas sistémicas que la ciudadanía tiene 
derecho a conocer-o si solo satisface una curiosidad morbosa. Segun- 
do, descartar que la filtración obedezca a una estrategia mezquina de 

las partes del proceso, buscando utilizar a la prensa. Tercero, que el 
periodismo no sea agente causante de la filtración, ya que podría teñir 
de ilegalidad la información. Esta autorregulación ética es un dique de 
contención que la ley parece ignorar. 

Sancionar la publicación de filtraciones sin las salvaguardas adecua- 
das es debilitar a la prensa y, con ello, a la propia democracia. 

Uniendo visiones para 
crecer 

Hernán Cheyre 
Centro de Investigación Empresa y 
Sociedad, U. del Desarrollo 

partir de los malos resultados obtenidos por la econo- 

mía chilena durante los últimos años en materia de 
crecimiento y considerando que las perspectivas no 
se presentan promisorias si se toma como referencia 

el indicador de PIB tendencial (menos de 2 por cien- 
to anual), el tema ha pasado a ocupar un lugar destacado en la 
agenda. Tratándose de una materia que admite diversas miradas, 
no es inusual que en el debate público la fuerza centrífuga de la 
política conduzca a propuestas que carecen del necesario sustento 

técnico, lo que las convierte en ideas más efectistas que efecti- 
vas. Incluso a nivel técnico es posible observar diferencias como 
consecuencia de puntos de vista diferentes sobre un mismo tema, 
y también como reflejo de visiones diferentes sobre el tipo de so- 

ciedad al que se aspira. Pero sin perjuicio de lo anterior, hay un 
tronco común de ideas que son compartidas transversalmente, y 
que es de gran utilidad poder identificar. 

Es en este contexto que, con el propósito de unir visiones, un gru- 

po de 17 economistas, con sensibilidades políticas diferentes, fuimos 
convocados para elaborar propuestas en seis áreas críticas para que 

el crecimiento económico pueda levantar el vuelo, y con esa lógica 
elaboramos el documento “El Puente”. Más allá de las medidas es- 

pecíficas propuestas, que son de un amplio espectro, especial mérito 
tiene el haber logrado consensuar ciertos principios fundamentales 
en el orden económico que constituyen un rayado de cancha y un 
marco de referencia fundamental para la elaboración de políticas 
públicas. Entre ellos cabe destacar los postulados en cuanto a que 

la asignación de los recursos en la economía debe estar basada en el 
funcionamiento de mercados abiertos y competitivos; que el rol fun- 
damental del Estado debe centrarse en la creación de las condiciones 
habilitantes para un adecuado funcionamiento de una economía de 

mercado, reservando su intervención a aquellos casos en que se está 
en presencia de “fallas de mercado”, las que se justificarían solo si su 
costo es inferior a los beneficios que se espera obtener de ella; y que 
además de su rol facilitador del desarrollo, el Estado debe preocu- 
parse de generar las condiciones para que la población tenga acceso 
a bienes y servicios básicos como educación, seguridad social, salud, 
vivienda, y seguridad para los ciudadanos, pudiendo el Estado dele- 
gar la provisión de estos bienes en el sector privado, o bien acordar 

una provisión mixta o estatal. Además, hubo acuerdo en que a través 
de una política fiscal sostenible el Estado cumplirá un rol para re- 
distribuir ingresos, privilegiando criterios de focalización en el gasto 
social, y de neutralidad, equidad y progresividad en el diseño de la 

estructura positiva. 
No es poco lo que se logró, sobre todo en un país donde se ha ve- 

nido perdiendo la voluntad y la capacidad de lograr acuerdos. “El 
Puente” constituye un paso importante en materia económica, y el 

material debería servir como insumo para los programas económi- 
cos de los distintos candidatos presidenciales. 

ESPACIO ABIERTO 

Valparaíso, otro 
golpe más 

  

y profesor UC 

nuestro sufrido Valparaíso le ha llo- 
vido sobre mojado. Y acaba de apro- 
barse una nueva ordenanza que 
busca “ordenar Valparaíso y recu- 
perar el espacio público” regulando 

el comercio ambulante, pero que, leída con aten- 
ción, arriesga más bien hacer lo contrario. 

Valparaíso es un “persa” al aire libre, con 
las rejas del Congreso usadas como soporte de 
mercadería, y ollas de aceite hirviendo con olor 
a fritanga. Más de 350 locales establecidos ce- 

rraron desde el estallido, con una vacancia del 
20% (la cifra “sana” va entre 5% y 10%), mien- 

  

   

   

tras que el comercio ambulante se triplicó 
desde 2019. No hay duda de que el control 
de ese comercio es indispensable. Pero, ¿es 
eso lo que hace la nueva ordenanza? Permí- 
tame resumirla: si bien en ella “se prohíbe 
en la comuna de Valparaíso la ocupación 
de bienes nacionales de uso público para el 
ejercicio del comercio”, se indica que esto se 

hará “salvo en los casos, en las condiciones” 
que en todo el resto del texto se detallan. Los 

permisos se otorgarán a 30 días para resi- 
dentes de la comuna; que estén dentro del 
40% de menores ingresos; que no posean un 

local establecido; que no tengan un familiar 
dentro del mismo Registro Social de Hoga- 
res, y otros requisitos. También se regula el 
giro y las fechas (Navidad, días especiales) 
donde aplicarán reglas diferentes. Y se regu- 
lan los lugares que quedan excluidos (cerca 
del Congreso, Plaza O”Higgins, plazas del 
Plan, terminal Rodoviario, Calle Victoria, y 

lugares con distanciamientos críticos). 
Es cierto que un comercio ambulante que 

cumpla estos requisitos es mejor que uno 

que no lo haga. Pero, ¿es eso lo que Valpa- 

raíso, Patrimonio Mundial de la Unesco, se 
merece? ¿Tanto “tiramos la toalla”? En suma, 
más que erradicar el comercio ambulante 
que inunda la ciudad, la ordenanza regula 

dónde y en qué condiciones va a permitirse. 
Por lo demás, estas nuevas reglas, llenas de 
matices, requerirán una capacidad de fisca- 
lización enorme. ¿Existe? Y si existe, ¿dónde 

ha estado hasta ahora? Por último, ¿y la pro- 
tección del comercio establecido, clave para 
una ciudad animada, segura, con fuentes 
laborales? Los locatarios dicen que esta or- 

denanza “es una puerta abierta al comercio 
informal”; que es una competencia desleal; 
que “necesitamos autoridades con el valor de 
poner por delante las necesidades de orden 
de la ciudad y no seguir con la costumbre de 
conseguir votos a partir de los ambulantes”. 

Está claro que hay que hacer algo. Pero 
para la alcaldesa Nieto, ese “hacer algo” no 
significa erradicarlo, sino ordenarlo y res- 

guardar a quienes debemos resguardar, 
porque lo necesitan. ¿Tenemos que apoyar 
a los que más lo necesitan? ¡Obviamente! 
¿Tenemos que permitir por ello el comercio 

informal en nuestra ciudad patrimonial más 
emblemática, aun excluyendo ciertas zonas 
o poniéndole condiciones? En absoluto. El 
espacio público y la belleza de Valparaíso les 

pertenecen a todos los ciudadanos, alcaldesa, 
y tratándose de una ciudad como esa, a toda 

la humanidad. Esa, y no otra, es la altura de 
la tarea. 
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